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y de su finalidad permite disociar ambas circunstancias.
sustantiva y formal. para evitar que el olvido involuntario
y en cualquier caso no malicioso del último. dándose
el primero. se convierta en una rémora insalvable para
el acceso al recurso. Aquél garantiza el derecho del arren­
dador. pero la falta de éste no puede producir el efecto
desorbitado de negar al arrendatario la tutela judicial
en una segunda instancia. Siendo. por tanto. la prueba
del pago o consignación -y sólo ella- un requisito for­
mal. ha de considerarse subsanable su omisión y ha
de arbitrarse un plazo a tal efecto. como prevé con carác­
ter general el art. 11.3 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial. En suma. tal se dice en las Sentencias más
arriba invocadas en bloque (SSTC 59/1984. 104/1984.
90/1986. 46/1989. 62/1989. 121/1990. 31/1992.
51/1992.87/1992.115/1992.130/1993.214/1993
y 344/1993).

3. En el caso concreto que ahora nos ocupa el arren­
datario había solventado oportunamente su prestación
contractual. consistente en ingresar en o traspasar a la
cuenta corriente de la arrendadora la merced mensual
y estaba. por tanto. al corriente de su pago. El último.
abonado el 9 de abril de 1992. se había hecho con
anterioridad más que suficiente al día 28 de iguales mes
y año en el cual presentó en la oficina judicial el escrito
interponiendo la apelación contra la Sentencia de desa­
hucio. sin que le acompañara recibo alguno. El Juez pri­
mero y luego la Audiencia Provincial. ante quien se alzó
en queja el hoy demandante. coinciden en una inter­
pretación formalista del presupuesto procesal. soslayan­
do la doctrina constitucional sobre el tema. tal y como
quedó resumida más atrás. Fue rechazado de plano el
recurso. sin conceder al apelante la oportunidad de sub­
sanar el defecto formal. quizá desconocido en un primer
momento. cuando se dictó el Auto de 29 de abril por
el Juez de Primera Instancia núm. 3 de Alcorcón. pero
explicado luego. con ocasión de la reposición intentada
ante el mismo y resuelta por Auto de 10 de junio y
de la queja formulada ante la Sección Novena de la
Audiencia. que. sin embargo. mantuvo la incorrecta deci­
sión anterior en la suya de 10 de noviembre del mismo
año. En conclusión. una vez sabida la realidad del pago
de cuya probanza adolecía la interposición del recurso
sin que se brindara al inquilino la oportunidad de sub­
sanar tal defecto de forma. resulta claro que se le ha
creado así una situación de indefensión por negarle la
oportunidad de obtener una segunda instancia donde
se revisara la Sentencia que puso fin a la primera. Ello
menoscaba la efectividad de la tutela judicial en su faceta
del acceso a los recursos tal y como aparecen confi­
gurados en las normás procesales. leídas a la luz de
la doctrina constitucional que las ha venido interpretando
Y. por tanto. ha de ser prestado el amparo como se
pide. con adopción de las medidas adecuadas para res­
taurar el derecho fundamental invocado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Francisco-Javier
Ruiz Timón Y. en su virtud:

1.0 Reconocer su derecho a la tutela judicial efec­
tiva.

2. 0 Declarar la nulidad de los Autos de 29 de abril
y 10 de junio de 1992 dictados por el Juez de Prime­
ra Instancia núm. 3 de Alcorcón en el juicio de desahucio
5/92. así como el que dictó ellO de noviembre

de 1992 la Sección Novena de la Audiencia Provincial
de Madrid en el rollo 562/92.

3. 0 Retrotraer las actuaciones al momento procesal
inmediatamente posterior a la interposición del recurso
de apelación el 28 de abril de 1992 para que conceda
al apelante la oportunidad de justificar que se hallaba
al corriente del pago de las rentas vencidas antes de
adoptar la resolución que proceda sobre la admisión del
recurso.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a diecinueve de septiembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero
y Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

23057 Sala Primera. Sentencia 250/1994. de 19 de
septiembre de 1994. Recurso de amparo
35/1993. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Burgos dictada en recurso de
apelación. en juicio de menor cuantía. Supues­
ta vulneración del derecho a la tutela júdicial
efectiva: indefensión imputable al recurrente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 35/93. promovido
por don Julián Roberto Revuelta Serna. representado
por el Procurador de los Tribunales don Francisco de
Guinea y Gauna y asistido del Letrado don J. M. Arri­
madas Saavedra. sobre Sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Burgos. de 17 de diciembre de 1992. de ape­
lación en juicio de menor cuantía. Ha comparecido el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 7 de
enero de 1993. el Procurador de los Tribunales don Fran­
cisco de Guinea y Gauna. en nombre y representación
de don Julián Roberto Revuelta Serna.• interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de 17 de diciembre
de 1993. de la Audiencia Provincial de Burgos. dictada
en recurso de apelación núm. 135/92. en autos de
menor cuantía.

2. El recurso de amparo se fundaba en los siguientes
hechos:

a) El hoy actor demandó a la "Cía. de Seguros del
Banco Vitalicio S.A.... el 20 de enero de 1991. recla­
mando la cantidad de 2.734.102 pesetas derivada del
pretendido incumplimiento del contrato de seguro con­
certado respecto del vehículo propiedad del hoy actor.
El proceso incoado fue el de menor cuantía. La deman­
dada centró exclusivamente su oposición en el montante
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de la cantidad solicitada. El Juzgado de Primera Instancia
de Villarcayo dictó Sentencia el 11 de febrero de 1992,
estimando parcialmente la demanda.

b) El actor recurrió la Sentencia en apelación, adhi,
riéndose la Compañía de Seguros y, en el acto de la
vista, el Letrado de esta última invocó la excepción de
inadecuación de procedimiento, pues, al amparo de lo
previsto en la disposición adicional primera de la Ley
Orgánica 3/1989, de 21 de junio, entendía que el cauce
para sustanciar el proceso hubiera debido de ser el del
juicio verbal, y en modo alguno el de menor cuantía.
La Sala, considerando que, aunque se tratase de una
cuestión nueva no planteada en la instancia, al versar
sobre normas de orden público, debía ser examinada,
así lo hizo, estimándola y revocando la Sentencia de
instancia.

3. Consideraba el recurrente que la resolución
impugnada vulneraba el art. 24 C.E. por los siguientes
conceptos:

a) En cuanto provoca dilaciones indebidas comple­
tamente carentes de justificación.

En efecto, citando una abundante jurisprudencia de
las Audiencias Provinciales y del Tribunal Supremo, esti,
maba que la excepción de inadecuación de procedimien'
to no podía haber sido aceptada cuando (como sucedía
en el caso), de su estimación no derivaba una alteración
de la competencia del órgano jurisdiccional llamado a
conocer, ni se reducían las garantías del' procedimiento.
Al contrario, el proceso de menor cuantía estaría dotado
de mayores garantías formales que el verbal. Aparte lo
anterior, estimaba la parte que tampoco era procedente
siquiera la excepción de inadecuación de procedimiento,
dado que la acción ejercitada versaba sobre incumpli'
miento del contrato de seguro concertado con la deman'
dada, de tal suerte que el hecho de que los daños hubie'
ran derivado de la circulación de un vehículo de motor
eran, a estos efectos, una cuestión secundaria.

El resultado de la ínterpretación judicial sería reiniciar
todo lo actuado, prolongándose indebidamente el pro­
ceso sin servir a ningún valor constitucionalmente rele­
vante por las razones expuestas, corriendo el riesgo, ade­
más, de, que, al tratarse de una cuestión debatida o por
lo menos discutible, en apelación una Sección, diversa
de la misma Audiencia juzgase que el procedimiento
adecuado hubiera debido ser el inicialmente seguido.

b) A todo lo anterior debe añadirse que, dada la
propia estructura del recurso de apelación, al no tener
turno de palabra el apelante después de haber concluido
su intervención el adherido, no pudo oponerse a la ale­
gación de la part!! demandada en la instancia ni hacer
valer sus razones contrarias a la estimación de la excep­
ción de inadecuación de procedimiento. El ser una cues­
tión de orden público no puede eliminar esta elemental
exigencia de audiencia al interesado cuando, como
ocurre en este caso, la excepción de inadecuación de
procedimiento se ha planteado como cuestión nueva
en el acto de la vista en apelación.

Por lo expuesto, solicitaba de este Tribunal que dic­
tase Sentencia estimatoria, declarando a nulidad de la
de la Audiencia Provincial de Burgos y retrotrayendo
las actuaciones al momento inmediatamente anterior al
de dictarse ésta, para que por la Sala se procediese
a dictar nueva resolución que conociese del fondo de
la cuestión planteada.

Mediante otrosí solicitaba se suspendiera la ejecución
de la Sentencia en cuanto a las costas del procedimiento,
lo que, tras la pieza de suspensión correspondiente, fue
desestimado por Auto de 27 de mayo de' 1993.

4. Por providencia de 10 de febrero de 1993, la
Sección acordó abrir plazo común de diez días a la parte

y al Ministerio Fiscal para que hicieran las alegaciones
que considerasen procedentes en torno a la posible inad­
misión de la demanda por carecer ésta manifiestamente
de contenido constitucional [art. 50. 1.c) LOTC).

5. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
18 de febrero de 1993, el Fiscal efectuó sus alegaciones
oponiéndose a la admisión a trámite de la demanda,
por considerar que la cuestión del procedimiento a seguir
incumbía exclusivamente al ámbito de la legalidad ordi­
naria y porque la audiencia de la parte no era impres­
cindible en el caso, al invocarse una materia de orden
público que debía ser conocida incluso de oficio por
el Tribunal sentenciador.

6. El actor, por su parte, evacuó el trámite por escrito
registrado el 20 de febrero de 1993, en el que reproducía
las alegaciones ya efectuadas en la demanda.

7. Por providencia de fecha 29 de abril de 1993,
la Sección acordó admitir a trámite la demanda.

8. Abierto el trámite de alegaciones, el actor se rei­
teró en las ya expuestas en la demanda mediante escrito
registrado el 9 de julio de 1993.

9. El Ministerio Fiscal realizó sus alegaciones por
escrito registrado el 14 de julio de 1994. En él, expresaba
su parecer contrario a la estimación del recurso por las
siguientes razones:

a) En primer lugar, que la excepción de inadecua­
ción del procedimiento afectaba al orden público pro­
cesal, y por ello podía ser tenida en cuenta de oficio
por el Tribunal, con independencia de que no existiera
previa denuncia por ninguna de las partes, o de que
se plantease como cuestión nueva en el recurso, por
lo que, al tenerla en cuenta, la Sala no le había causado
indefensión al actor.

b) En segundo lugar, porque la Sentencia estaba
fundada y razonada, siendo lógica la conclusión extraída
de la interpretación efectuada de la normativa procesal
aplicable.

El cauce procedimental a utilizar -añadía el Ministerio
Público- no puede ser calificado como accesorio. Dada
la naturaleza del derecho a la tutela judicial efectiva,
corresponde al legislador determinarlo, valorando las for­
mas más eficaces para la defensa de los intereses con­
currentes en el caso. Por tanto, una resolución que se
abstiene de pronunciarse sobre el fondo del asunto, con
fundamento en la excepción invocada en el caso, no
sólo no extrae consecuencia gravosa alguna para la par­
te, sino que deduce la única posible, dada la propia
estructura y naturaleza del art. 24.2 C.E. Por todo lo
anterior, solicitaba el Ministerio Público que fuera deses­
timada la demanda de amparo.

10. Por providencia de 15 de septiembre de 1994
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 19 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo contiene una primera
denuncia de infracción del art. 24.1 C.E. fundada en
las indebidas dilaciones que se han ocasionado al acep­
tar la Sala, en la resolución impugnada, la excepción
de inadecuación de procedimiento opuesta por la parte
adherida a la apelación, reiniciándose una tramitación
procesal que, a juicio del hoy actor, es innecesaria y
genera una prolongación del procedimiento carente de
justificación, por no servir a ningún valor constitucio­
nalmente relevante.
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En segundo lugar denuncia la parte la indefensión
causada porque el órgano judicial adoptó su resolución
sin darle la ocasión de exponer los motivos por los que
consideraba inadmisible la referida excepción. habida
cuenta de la estructura formal del recurso de apelación.

Procede examinar las cuestiones planteadas en orden
inverso a aquél en que aparecen en la demanda de ampa­
ro, pues la alegada vulneración del derecho a un proceso
sin dilaciones indebidas, tal y como se ha formulado
en el escrito de demanda y en las posteriores alega­
ciones, presupone la legitimidad constitucional de la
resolución recurrida desde la perspectiva del segundo
de los motivos invocados. En efecto. si la resolución
impugnada vulnerase el art. 24 C.E. por la indefensión
causada al recurrente en el procedimiento que precedió
a su adopción, no tiene sentido alguno valorar sus efec­
tos eventuales sobre la duración del proceso. de ahí que
el iter lógico para dar respuesta a las cuestiones plan­
teadas sea justamente inverso al propuesto por el hoy
actor, y en estos términos pasen a analizarse.

2. Sostiene el actor que la resolución impugnada
(Sentencia de la Audienciá Provincial de Burgos) ha vul­
nerado el arto 24.1 C.E.. porque se adoptó sin haberle
dado audiencia. En el acto de la vista del recurso de
apelación, afirma el demandante. no fue interpelado por
el órgano judicial acerca de los motivos que pudiera
alegar en contra de la estimación de la excepción plan­
teada por la parte apelante. Y ello a pesar de que se
trataba de una cuestión nueva que la Sala entró a cono­
cer por tratarse de una materia -el cauce procedimental
que había de seguirse para resolver sobre la pretensión
ejercitada- calificada como de orden público procesal.

Es cierto que los arts. 704 y ss. L.E.C. no ofrecen
expresamente la posibilidad de que el apelante sea oído.
una vez que ha concluido la intervención del apelante
adherido (cosa por lo demás lógica. teniendo en cuenta
la naturaleza del recurso de apelación como ·proceso
de segunda instancia). Y también es cierto que esta regla
puede ser modulada. acomodándola a aquellos supues­
tos en que el órga"no jurisdiccional aborde una cuestión
nueva que deba ser resuelta en la resolución que ponga
fin al proceso. porque al derecho a la defensa corres­
ponde, como presupuesto esencial. la posibilidad del jus­
ticiable de ser oído sobre las cuestiones que. planteadas
en el proceso, puedan afectar negativamente a sus inte­
reses deducidos en éste.

Ahora bien, sin negar lo anterior. la estimación de
cualquier recurso fundado en el derecho a la tutela judi­
cial efectiva requiere que la parte que lo invoca acredite
haber obrado en la instancia con la diligencia necesaria
para evitar la eventual vulneración de su derecho. Y no
consta que tal cosa haya sucedido en el caso. De las
actuaciones no se desprende, y la parte tampoco lo alega
así en su demanda, que la Sala de procedencia rehusara
·al actor su derecho a hacer las alegaciones que con­
siderase oportunas en el momento en que se planteó
en apelación la posible inadecuación del procedimiento.
Al contrario, guardó silencio al respecto. sin expresar
en modo alguno su posición contraria a la estimación
de la excepción planteada y los fundamentos en que
se basaba su postura.

No habiéndosele denegado el ejercicio del derecho
invocado. forzoso es concluir que no ha existido infrac"
ción alguna de éste cuando ni siquiera ha intentado ejer­
citarse. pues el derecho a la tutela judicial efectiva no
impone a Jueces y Tribunales la obligación de subsanar
las deficiencias en que haya podido incurrir el plantea­
miento defensivo de la parte. Todo lo anterior fuerza
a desestimar el presente motivo.

3. Centrando ahora el análisis en la pretendida vul­
neración del derecho a un proceso sin dilaciones inde-

bidas, no es improcedente recordar que, como se des­
prende la reiterada doctrina de este Tribunal, las dila­
ciones con relevancia constitucional tienen sU origen en
.el anómalo desarrollo del proceso, que ocasiona una
dilatación temporal en la dispensación de la justicia que
no es razonable que sea soportada por los ciudadanos
porque equivale a una denegación de aquélla. Hallan
sU origen. pues, en causas imputables al órgano juris­
diccional, como poder público con cuyos actos u omi­
siones se ha generado la infracción del derecho a recibir
justicia en lapsos de tiempo razonables, teniendo en
cuenta las circunstancias conéurrentes y la propia con­
ducta de la parte (SSTC 157/1986, 128/1989 o
117/1990, entre otras).

A la luz de esta doctrina resulta manifiesta la falta
de fundamentación de la demanda. Sostiene el actor
que las pretendidas dilaciones encuentran su fundamen­
to en el retraso que ha de provocarse, en la sustanciación
y satisfacción de la pretensión ejercitada, por una reso­
lución que considera inadecuado el procedimiento segui­
do sin tener en cuenta que, al seguirse éste, no se afee­
taba a valor o bien constitucionalmente protegido que
fuese mínimamente discernible. Pero, contra lo que sos­
tiene el hoy actor, las reglas que han de regir la actuación
de los Tribunales de Justicia no son susceptibles de
opción para las partes, sino que, conformadas por el
legislador en contemplación de los diversos intereses
concurrentes, resultan de ineludible observancia para
Jueces y Tribunales, como manifestación básica de la
sumisión de éstos a la Ley (art. 117 C.E.), de ahí que
no pueda considerarse infringido derecho fundamental
alguno por una resolución que. por motivos no ajenos
a la conducta procesal del hoy recurrente, que errónea­
mente eligió un cauce procesal incorrecto, se limitó a
extraer las consecuencias razonablemente deducibles de
la infracción de las mencionadas reglas, interpretadas'
por el órgano judicial en uso de sus facultades al efecto
reconocidas en la propia norma constitucional.

Aparte lo anterior, el actor no denuncia que se haya
infringido el art. 24 C.E. en el desenvolvimiento del pro­
ceso en curso; ninguna alegación de la demanda permite
concluir que haya existido irregularidad alguna en este
sentido antes de que recayese la resolución ahora impug­
nada. El verdadero núcleo de la demanda es, pues, una
denuncia de futuro. al subrayar las consecuencias dila­
torias de la obligada reiniciación del procedimiento. Pero
una alegació,n de esta naturaleza no puede plantearse
en el ámbito del recurso de amparo, hábil tan sólo para
reaccionar. frente a una vulneración de derechos fun­
damentales ya concretada (art. 41 LOTC), lo que obligaría
a desestimar este motivo por ser prematuro y, con él.
a desestimar el recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecinueve de septiembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero
y Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.


